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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt Crnosija, y el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso Repetto.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 22ª y 23ª, ambas ordinarias, en 2 y 3 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto que otorga un bono extraordinario a los sectores de menores ingresos e introduce modificaciones a la ley N° 20.259 y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.561-05).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.
Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.971-17).


--Queda para tabla, junto con el informe de la Comisión Mixta.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir en la legislación nacional el delito de maltrato al adulto mayor (boletines números 4.167-18, 4.691-18, 5.055-18, 5.142-18 y 5.376-18, refundidos).


--Queda para tabla.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Cantero, Girardi, Horvath, Letelier y Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Hacienda para que extienda a los dueños de camiones y de buses interurbanos las condiciones de devolución del impuesto específico a los combustibles (boletín N° S 1.181-12).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.
Permiso constitucional



El Senador señor Muñoz Aburto solicita autorización para ausentarse del país a contar del 11 de junio del año en curso.



--Se concede.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

Declaración de ausencia por desaparición forzada de personas. Informe de Comisión Mixta

El señor NOVOA (Presidente).- Informe de Comisión Mixta e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5971-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 88ª, en 21 de enero de 2009.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 13ª, en 29 de abril de 2009.


Informes de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 7ª, en 7 de abril de 2009.


Mixta, sesión 25ª, en 10 de junio de 2009.


Hacienda, sesión 25ª, en 10 de junio de 2009.


Discusión:


Sesiones 12ª, en 28 de abril de 2009 (queda para segunda discusión); 13ª, en 29 de abril de 2009 (se rechaza en general).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que el proyecto fue rechazado en general por el Senado en el segundo trámite constitucional, por no reunir el quórum necesario para su aprobación. Y, por ello, no fue analizado en la Comisión de Hacienda, instancia que iba a cumplir ese trámite en la discusión particular.



Así, en esta oportunidad se cuenta con los informes de la Comisión Mixta y de la de Hacienda.



La Comisión Mixta propone, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Kuschel, Naranjo, Sabag y Vásquez, y Diputados señora Vidal y señores Ascencio, Jarpa y Salaberry), que se apruebe el texto despachado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, el cual puede ser consultado por Sus Señorías en la parte pertinente del informe.



Por su parte, la Comisión de Hacienda conoció el artículo 13 del proyecto -atinente a materias de su competencia- y le dio su aprobación con los votos a favor de los Senadores señores Muñoz Aburto, Ominami y Sabag, y en contra, del Honorable señor García, quien señaló que su pronunciamiento se correspondía con la decisión que adoptó al votarse en general la iniciativa en la Sala.



Hay que tener presente que lo propuesto por la Comisión Mixta ya fue acogido en la Cámara de Diputados, y que para su aprobación se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, solicito el aplazamiento de la votación. Y, como el proyecto tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”, haré gestiones ante el Ejecutivo a fin de que la retire.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, podríamos abrir la discusión del informe de la Comisión Mixta y luego dejar pendiente el pronunciamiento.



De acuerdo con el Reglamento, el aplazamiento de la votación procede siempre que no perjudique el despacho del asunto dentro del plazo constitucional. Como este vence mañana, ello no ocurriría; pero habría que citar a sesión para ese día.



Por lo tanto, si se aplaza la votación, deberemos solicitar al Ejecutivo que retire la urgencia, pues si hoy no se reúne el quórum necesario, mañana ello será aún más difícil.



Me parece que podemos iniciar el debate, para posteriormente cerrarlo y proceder al aplazamiento de la votación, siempre que el Gobierno proceda a lo anterior.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, deseo plantear una cuestión reglamentaria.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.  

El señor ROMERO.- Si el Ejecutivo no retira la urgencia, necesariamente deberemos pronunciarnos sobre el informe de la Comisión Mixta entre hoy y mañana.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Mañana, señor Senador.

El señor ROMERO.- Así es. Pero como no existe convocatoria a sesión para mañana, me gustaría saber en definitiva si el Gobierno retirará o no la urgencia.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí, señor Presidente, pero prefiero no dar los antecedentes por los cuales vamos a retirar la urgencia.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, en discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, la verdad es que de la lectura del informe de la Comisión Mixta se desprende que el análisis prácticamente fue cero.



Se hace referencia a que el proyecto fue rechazado en general por falta del quórum constitucional requerido y a que el texto despachado por la Cámara de Diputados se aprobó por unanimidad en la Comisión; pero no se indican los argumentos vertidos en la discusión en el Senado y por los cuales no se reunió dicho quórum.



Creo que el sistema se simplificó en extremo.



Solo quiero hacer presente que en nuestro país, de acuerdo con el orden institucional vigente, existen dos tipos de muerte: la natural y la presunta. Y aquí se está buscando una figura, una tercera forma, por razones de carácter más bien sentimental -según he podido determinar-, para obtener los mismos resultados: la declaración de ausencia por desaparición forzada.



Ello no me parece adecuado debido, fundamentalmente, a que bastaría ceñirse a la definición de “desaparición forzada” y estar incluido en alguna de las listas contenidas en el Informe Rettig o en el Informe Valech para hacer la declaración. Ello le daría respaldo jurídico a fin de producir los efectos buscados.



Yo pongo en cuestión tal sistema, porque en la práctica se ha demostrado que dichos documentos han contenido errores notables en la individualización de personas desaparecidas. Por lo tanto, considero inadecuado que se utilice el hecho de estar incorporado en una de esas listas como antecedente para que el juez se pronuncie en treinta días respecto de la solicitud de declaración.



Por esa razón votamos en contra, aparte de que en Chile existen dos formas para reconocer a una persona como fallecida. Y el informe de la Comisión Mixta no atendió a ninguna de ellas, sino que siguió el camino de una simplificación que, si bien resulta válida, no está de acuerdo con lo ocurrido en la Sala.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, quiero apelar -a mi juicio ello es posible- a las conciencias de Sus Señorías.



El proyecto, en trámite de Comisión Mixta, es extraordinariamente simple. Y, en verdad, yo desearía que, a partir de las cuestiones que en común hemos suscrito en la Sala, hubiera una apertura de espíritu para acogerlo.



Lo digo porque hablamos de una iniciativa que favorecerá a los familiares de los detenidos desaparecidos. Uno podrá estar de acuerdo o no con lo que hizo el padre, el hijo, la madre, la abuela. Pero los parientes son personas totalmente independientes, quienes hoy se ven afectadas por conflictos de otra naturaleza y requieren justamente este proyecto para resolverlos.



Si el día de mañana alguien me pidiera: “Senador, promueva un proyecto de ley que va a favorecer al hijo de Manuel Contreras”, no tendría inconveniente alguno en hacerlo -de tratarse de un asunto de la naturaleza del que ahora nos convoca-, porque a él no le asiste ninguna responsabilidad en los actos de su padre.



Pero separemos las cosas. De un lado se encuentra la persona involucrada en los hechos, y de otro, totalmente distinto, la madre, la esposa, la hija o el hijo, a quienes beneficia la iniciativa y que no tienen responsabilidad en los actos cometidos.



Por ello apelo al espíritu y a las conciencias para que actuemos con generosidad.



 Al aprobar el proyecto, no estamos avalando lo que el padre, el abuelo, o quien fuera, realizó ante determinada circunstancia; estamos abriéndonos a la posibilidad de que personas absolutamente inocentes, sin responsabilidad alguna en los hechos cometidos por aquellos, solucionen sus problemas. Se podrá estar de acuerdo o no respecto a las razones por las que se encuentran detenidos desaparecidos, pero el familiar directo no tiene que ver en ello. 



Por eso, no diviso ningún motivo para que algunos parlamentarios se opongan a esta iniciativa. Porque aquí no estamos haciendo equivalentes a los victimarios y a las víctimas, sino zanjándole un problema a la familia.



Y vuelvo a manifestar: si el día de mañana, por ejemplo, me preguntaran: “Senador, por razones de patrimonio, o de tal o cual naturaleza ¿estaría dispuesto a respaldar un proyecto que beneficiara a los hijos de quienes fueron miembros de la DINA o de la CNI?”, no tendría ningún inconveniente en hacerlo. Porque ellos no son responsables por las acciones de sus padres.



Entonces, ¡por favor!, apelo a lo se ha expresado aquí, en el sentido de que estamos abiertos a avanzar, a legislar. Pero ¿por qué cargar con una mochila a familiares, hijos o hijas -como señalé-, carentes de responsabilidad?



El proyecto fue aprobado en su momento por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos y se tramitó con relativa rapidez en la Comisión Mixta, porque se entendía que iba a favorecer única y exclusivamente a los familiares de los detenidos desaparecidos, a quienes -insisto- no les cabe responsabilidad en la actuación de estos.

¡Hasta cuándo seguiremos endosándola a personas inocentes!



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me correspondió presidir la Comisión Mixta que debió formarse. Debo señalar que la discusión fue muy armoniosa; lo propuesto por ella se acordó por la unanimidad de los Diputados y Senadores presentes, y su informe fue aprobado por la Cámara Baja.



Cabe recordar que el Senado rechazó el proyecto en general porque no se reunió el quórum constitucional requerido. Se necesitaban 22 votos, y solo se registraron 19 a favor, uno en contra y 8 abstenciones.



Al analizarse la iniciativa en la Comisión Mixta, se vio que la materia de fondo era justamente la falta de quórum. Y por eso se aprobó el informe por unanimidad.



Asimismo, la Comisión de Hacienda del Senado revisó el proyecto en las materias de su competencia, y, en sesión de hoy en la mañana, también lo acogió unánimemente.



No pretendemos que la iniciativa concite ahora la unanimidad de los señores Senadores. Los que no estén de acuerdo con ella votarán en contra. Pero no podemos detener la tramitación de un proyecto que -yo diría- es importante para muchas familias afectadas por la desaparición forzada de sus seres queridos y que no pueden hacer uso de los bienes dejados por ellos.



Por lo tanto, espero que la Sala apruebe el informe de la Comisión Mixta con el mismo espíritu con que esta lo hizo.



La Cámara de Diputados ya aprobó el informe. Solo resta cumplir su tramitación en el Senado. Por consiguiente, apelo a mis Honorables colegas para que lo voten favorablemente.

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, debo hacer presente que el Honorable señor Naranjo retiró su petición para aplazar la votación.



Por lo tanto, como el proyecto tiene urgencia de “discusión inmediata”, hay que votar ahora el informe de la Comisión Mixta.

El señor ARANCIBIA.- ¿El Ejecutivo no había retirado la urgencia?

El señor NOVOA (Presidente).- No, Su Señoría, y -como acabo de señalar-, la solicitud de aplazamiento de la votación fue retirada.



Por lo tanto, si no hay inscritos para intervenir, lo que corresponde es votar.



En votación el informe de Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto aborda uno de los problemas que generó el desencuentro entre los chilenos. Y, a mi juicio, el que se busque hoy un camino legal que les permita a los familiares de las víctimas resolverlo sin renunciar a lo que sienten como una aspiración, constituye un avance importante.



Hace quince días me tocó asistir, en la ciudad de Medellín, al V Congreso Internacional de Víctimas del Terrorismo. Es un encuentro donde se reúnen familiares de víctimas de la ETA, de las FARC, de la violencia política en el Perú, del terrorismo de Estado o de aquel originado en un cierto fanatismo religioso, como es el caso del atentado del 11 de septiembre contra las torres gemelas, en Estados Unidos. Y, entre otras materias, se debatió, precisamente, acerca del camino jurídico para enfrentar este asunto en los diversos países, en algunos de los cuales diría que el fenómeno ha sido incluso bastante más complejo que en el nuestro. 



En efecto, la búsqueda de un mecanismo legal para abordar el problema -en nuestro caso, una iniciativa sobre declaración de ausencia- ha revestido más complejidad en ciertas circunstancias, porque a las personas que fueron desaparecidas se les quitaron los bienes, y se tuvo que hacer una ley para anular la inscripción de las propiedades a nombre de terceros, ya que pertenecían realmente a aquellas.



Todo ello apunta a un esfuerzo por reconciliar y encontrar instrumentos legales para sanar heridas.



En lo personal, entiendo que la declaración de ausencia resuelve el problema para muchos, como parte de una historia de la cual todos fuimos no diría “actores”, pero sí testigos. La gran diferencia que siempre he recalcado entre mi caso personal y el de otros es que yo tengo donde ir a dejar una flor en un cementerio, al igual que otras personas cuyos seres queridos fueron víctimas de la violencia. Para los familiares de los detenidos desaparecidos, en cambio, la situación es más dura, porque llevan un luto de más de treinta años y no saben dónde dejar una flor.



Por ello, cualquier solución legal como esta creo que es necesaria. 



Ahora, quiero manifestar un juicio personal. En el primer debate que tuvimos respecto de este proyecto las intervenciones se subieron de tono y -yo diría- no contribuimos a los puntos de encuentro. Más bien se agudizaron las diferencias. Y mi convicción es que en el Senado debemos esforzarnos por buscar los espacios de encuentro en estos temas, entendiendo la diversidad de puntos de vista y de experiencias que tenemos entre nosotros.



Voto a favor, señor Presidente. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¿Me permite, señor Presidente? Pido que se agregue mi voto.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien.



--Se rechaza el informe de la Comisión Mixta, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (21 votos a favor, 9 en contra y 2 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Kuschel, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Romero.



Se abstuvieron los señores Cantero y Novoa. 

APROBACIÓN DE ESTATUTO DE ROMA QUE CREÓ CORTE PENAL INTERNACIONAL
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6560-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En primer trámite, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es establecer un órgano jurisdiccional penal permanente, de carácter internacional, destinado a hacer efectivas las responsabilidades penales individuales de los autores de determinados y graves delitos internacionales.



La Comisión discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular por tratarse de aquellas de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero).



Corresponde señalar que el Ejecutivo destacó que este Tratado ha sido ratificado por 108 países y que entró en vigor el año 2002, una vez que 60 Estados lo ratificaron.



Cabe tener presente que este proyecto requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores, y que en cuanto a los artículos 72, 73 y 93 del Estatuto, por referirse a información confidencial, necesita el voto a favor de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicita autorización para ingresar a la Sala el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto.



--Se accede. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.

El señor CHADWICK.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Ya fue discutido…

El señor NOVOA (Presidente).- Se ha solicitado votar de inmediato la iniciativa, dado que toda la discusión a su respecto ya se ha hecho. 



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (28 votos a favor; uno en contra y una abstención), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Arancibia.



Se abstuvo el señor Coloma.
El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente? Pido que se agregue mi voto favorable. 

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia de él en la Versión Oficial.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE REMUNERACIONES
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5434-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es perfeccionar las normas del Código del Trabajo relativas a la protección de las remuneraciones, al establecer que estas, una vez devengadas, se incorporan al patrimonio del trabajador, impidiendo su posterior devolución, reintegro o compensación por hechos acaecidos con posterioridad a la oportunidad en que tales remuneraciones se devengaron.



Asimismo, se dispone que, en general, en el caso de las comisiones, estas se liquidarán y pagarán conjuntamente con las remuneraciones ordinarias del periodo en que se efectuaron las operaciones que las originaron.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general,  recibiendo en audiencia a diversas entidades representativas de las partes interesadas en los objetivos que se persiguen, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Allamand, Muñoz Aburto y Pérez Varela.



Los fundamentos de voto de cada Senador se transcriben en la parte pertinente del primer informe.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna las normas pertinentes del Código del Trabajo y el proyecto aprobado en general por la Comisión, cuyo texto es el mismo que despachó la Cámara de Diputados.

El señor NOVOA (Presidente).-  En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidenta de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, deseo agregar de manera muy breve a la relación efectuada por el señor Secretario que en dicha instancia fueron escuchados, a través de sus representantes, diferentes instituciones: la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile; la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones; el Colegio de Corredores de Seguros de Chile; la Asociación de Aseguradores de Chile; la Asociación de Isapres de Chile y la Federación de Sindicatos de Isapres y otros afines.



Como se mencionó, el proyecto busca perfeccionar las normas del Código del Trabajo relativas a la protección de las remuneraciones, para lo cual esta iniciativa establece las siguientes particularidades.



En primer lugar, las remuneraciones, una vez devengadas, se incorporan al patrimonio del trabajador. Durante el transcurso de la discusión, se dieron ejemplos muy decidores respecto de la necesidad de impulsar una regulación de esta naturaleza.



En tal sentido, citaré uno de los casos que pueden ilustrar a la Sala acerca de la importancia de llevar a cabo dicha regulación tendiente a proteger las remuneraciones de los trabajadores.



Por ejemplo, respecto de la comisión que gana un trabajador por la venta de un seguro, el empleador puede determinar unilateralmente que ella será devengada en 24 meses más, sin perjuicio de que se le efectúen anticipos sobre aquella remuneración. En los hechos, se trata de un préstamo condicionado.



Ahora bien, siguiendo con el ejemplo dado a conocer en la Comisión, si el afiliado deja de pagar al mes número 18,  o fallece en ese mes o un cheque de pago es protestado en ese periodo, el trabajador debe devolver a la empresa la suma de 52 mil 117 pesos, correspondiente al 25 por ciento de la comisión ganada hace un año y medio.



Lo anterior refleja el primer objetivo aludido, esto es, que las remuneraciones, una vez devengadas, deben incorporarse al patrimonio del trabajador.



En segundo término, se tendrá por no escrita cualquier cláusula que implique devolución, reintegro o compensación de remuneraciones de parte del trabajador al empleador, ante la ocurrencia de hechos posteriores a la oportunidad en que ellas se devengaron.



En tercer lugar, se establece que, con todo, se podrán pactar premios o bonos por hechos futuros, tales como la permanencia del cliente que ha contratado un servicio durante un tiempo determinado, entre otros casos que contempla la norma, los cuales están a la vista en el informe comparado que obra en poder de cada uno de Sus Señorías.



En cuarto término, en el caso de las comisiones, en general estas se liquidarán y pagarán conjuntamente con las remuneraciones ordinarias del periodo en que se efectuaron las operaciones que les dieron origen.



Finalmente, las disposiciones transitorias del proyecto consideran fórmulas para que los contratos de trabajo, sean individuales o colectivos, ajusten sus cláusulas a los términos de la nueva ley.



Sin perjuicio de que la Comisión analizó el proyecto solo en general, se produjo un amplio debate acerca de este. En dicha instancia, tanto la unanimidad de los Senadores que la componen como la Ministra del Trabajo, quien también estuvo presente en la discusión, adoptamos el acuerdo, dadas algunas observaciones formuladas por varios señores Senadores  y que figuran en el informe que Sus Señorías tienen a la vista, de formar un equipo técnico encargado de efectuar el estudio que hemos mencionado, cuya propuesta se materializaría en las indicaciones pertinentes, las cuales deberán ser consideradas en el segundo informe, con motivo de la discusión particular de la iniciativa.



Insisto: existe consenso en torno a aprobar la idea de legislar. Y también hay acuerdo con el Ejecutivo en el sentido de que en la Comisión participarán tanto el Gobierno como los Senadores que la integran o sus asesores especializados, a los efectos de lograr una redacción que se materializará en las respectivas indicaciones.



En consideración a lo anterior y dado que el proyecto fue acogido por la unanimidad de los miembros de la Comisión, solicito a la Sala aprobar la idea de legislar en esta materia y, naturalmente, pido un plazo de al menos tres semanas para presentar todas las indicaciones que los señores Senadores deseen incorporar al texto de la iniciativa.



He dicho.

El señor PROKURICA.-  Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor NOVOA (Presidente).-  Debo comunicar a la Sala que la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano, se ha excusado de asistir al Senado para participar en la discusión de este proyecto, por encontrarse en una reunión urgente con motivo del ingreso mínimo. Ella entiende que se trata del debate de la idea de legislar y que se abrirá un plazo para formular indicaciones.



Por ello, es mi deber informar a la Sala que la señora Ministra presentó las excusas correspondientes.



En consecuencia, se abrirá la votación…

El señor LETELIER.- Quiero intervenir, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Le parece suficiente el tiempo de fundamento de voto, señor Senador?

El señor LETELIER.-  Sí.

El señor NOVOA (Presidente).-  Perfecto.



En votación la idea de legislar.



Puede hacer uso de la palabra el Honorable señor Letelier.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social de esta Corporación hemos desarrollado un debate -diría- bastante sustantivo sobre la protección de las remuneraciones.



Este es el segundo proyecto -hay un tercero que versa sobre el mismo tópico-, que apunta a cómo garantizar el derecho básico de los trabajadores a sus remuneraciones y a evitar que, producto de prácticas originadas por diferentes motivos, ellos salgan perjudicados o se ponga en riesgo su patrimonio, es decir, las remuneraciones que se les deben pagar después de haber desarrollado sus labores.



Con anterioridad, estudiamos un proyecto conocido como la “Ley  de los bomberos de las…

El señor ESPINA.- De las estaciones de bencina.

El señor LETELIER.- Así es. Los bomberos de las estaciones de bencina.



En dichos establecimientos, durante mucho tiempo existió, y aún existe, la práctica de que si un cliente paga con un cheque sin fondos, se cobra al trabajador el valor de ese documento.



La iniciativa que nos ocupa apunta a resolver el problema que experimentan muchos trabajadores del sector -por así decirlo- de ventas intangibles (esto es, de las AFP, compañías de seguros, isapres), donde la estructura de los pagos de remuneraciones lleva a que ciertos factores que no son de responsabilidad del trabajador, pero sí elementos propios del riesgo del negocio, se traspasen a este, atentando contra el derecho a sus remuneraciones.


Este proyecto es muy importante en aquel sentido: abarca a mucha gente, ayuda a resolver un problema.



En tal contexto, hubo una discusión con la industria y los trabajadores, que fue muy útil para entender cómo el desarrollo de esta actividad ha generado ciertas prácticas, las que se pueden modificar sin dañar la fuente laboral y sin traspasar a los empleados riesgos propios del negocio y que no deben ser de responsabilidad de ellos.



Por último, existe una tercera iniciativa -probablemente se incorpore por la vía de las indicaciones a la que nos ocupa esta tarde-, que dice relación a ciertas prácticas en el ámbito del retail: cuando en centros comerciales se producen hurtos o robos en secciones a cargo de un trabajador, muchas veces se hacen a la remuneración de este descuentos indebidos por conceptos que no son de su incumbencia; no estoy hablando de un empleado negligente o que actúa en forma irresponsable, sino de alguien a quien no le cabe responsabilidad por hurtos o robos, a lo que podemos agregar las pérdidas, los daños en los productos, etcétera.



Señor Presidente, el esfuerzo que hemos hecho en la Comisión en orden a modificar el artículo 54 del Código Laboral y, ahora, a incorporar a este un artículo 54 bis apunta a reforzar el principio de defensa de la remuneración.



Voto a favor del proyecto, entendiendo que forma parte de un esfuerzo colectivo desplegado en la Comisión de Trabajo durante los últimos meses.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 13 de julio, a las 12.



Votaron la señora Alvear y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor NOVOA (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la manifestación del Senador señor Gómez a favor de la iniciativa.

REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de reforma de la Carta, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4716-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.


Constitución (segundo), sesión 15ª, en 6 de mayo de 2009.


Constitución (complementario de segundo), sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.


Constitución (nuevo complementario de segundo), sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.


Discusión:


Sesiones 7ª, en 7 de abril de 2009 (queda pendiente su discusión general); 8ª, en 8 de abril de 2009 (se aprueba en general); 17ª, en 13 de mayo de 2009 (queda para segunda discusión); 19ª, en 19 de mayo de 2009 (se aplaza su votación): 21ª, en 20 de mayo de 2009 (vuelve a la Comisión de Constitución).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, cabe recordar que la discusión particular de este proyecto se inició en sesión de 13 de mayo último, oportunidad en que se aprobaron todas las modificaciones acordadas por la Comisión en forma unánime.



En sesión de 20 de mayo, a solicitud del Honorable señor Espina, la Sala resolvió devolver la iniciativa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para un nuevo informe complementario del segundo informe, que se ocupara de analizar algunas de sus normas y generar un acuerdo que recogiera las inquietudes expresadas en dicha ocasión por diversos señores Senadores.



Luego de un extenso debate, en el que se escuchó al señor Contralor General de la República, la Comisión resolvió efectuar cinco enmiendas al texto contenido en el informe que precede a este, las que Sus Señorías pueden consultar en el boletín comparado.



Una sola de esas modificaciones se aprobó por dos votos a favor y una abstención. Todas las restantes fueron acogidas unánimemente.



Dos de las enmiendas consisten en perfeccionar el texto propuesto. Las demás, de manera muy resumida, son las siguientes:



-Establecer que los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza y los municipales, no podrán participar durante su jornada de trabajo en actividades de proselitismo político-partidista o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular.



-Incorporar al inciso que regula los gastos en publicidad y difusión una frase que haga comprensivas otras prohibiciones o impedimentos sobre la materia.



-Extender a los funcionarios que determine la ley orgánica constitucional respectiva la obligación de ciertas autoridades de declarar intereses y patrimonio en forma pública.



Cabe tener presente que para aprobar las enmiendas efectuadas al número 1 del artículo único se requieren 25 votos afirmativos, y las realizadas a los números 3 y 5, 23 votos favorables.

El señor NOVOA (Presidente).- El nuevo informe complementario del segundo informe introdujo modificaciones al texto ya aprobado. Salvo una, todas se acordaron por unanimidad.



Recibió dos votos a favor y una abstención la norma que prohíbe participar en actividades de proselitismo político partidista, que es el punto que motivó todo el debate. Se le agrega una frase que señala…

El señor ESPINA.- Esa norma fue acordada por unanimidad.

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.


La disposición aprobada por mayoría es la relativa a la publicidad, donde se agrega la frase final, precedida de coma, “sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”. Es la única norma acordada con una abstención.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se abstuvo el Honorable señor Gómez y se pronunciaron a favor los Senadores señores Chadwick y Espina.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, si quiere, puedo explicar la situación.

El señor NOVOA (Presidente).- Si les parece, podemos ver cuál fue el motivo de la abstención.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en el debate que tuvimos en la Comisión sobre el inciso cuarto que se agrega al artículo 8º de la Carta para regular a nivel constitucional los gastos en que por concepto de publicidad pueden incurrir los distintos organismos públicos, el Contralor General de la República, don Ramiro Mendoza, nos hizo ver una situación acerca de la cual tiene toda la razón: como otras normas jurídicas establecen también regulaciones sobre la materia, es necesario decir en el referido inciso que lo dispuesto en él es sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos contemplados en la ley. Ello, a fin de que la norma fundamental no genere ningún efecto modificatorio o derogatorio de otras disposiciones que regulan asimismo la publicidad de los distintos organismos públicos.



Recuerdo que el Senador señor Gómez manifestó que, en su concepto, la norma en comento no tenía rango constitucional. Su Señoría -él lo podrá decir mejor que yo, pero creo que estoy siendo fiel intérprete…

El señor ALLAMAND.- Exégeta.

El señor CHADWICK.-…o exégeta- sostuvo que el inciso completo tenía el carácter de norma legal. Y por eso se abstuvo, pero no con relación al texto específico que se agregó, sino a la norma en general.



En consecuencia, quienes pensamos que es adecuado incorporar la disposición a la Carta debiéramos pronunciarnos a favor de la frase que se adicionó, para que se entienda que el precepto no produce ningún efecto modificatorio o derogatorio sobre otras normas acerca de la materia que se hallan dentro de las leyes. Y fue una recomendación del señor Contralor.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Para los efectos de tener mayor claridad en el debate, entiendo que el nuevo informe complementario del segundo informe figura en el boletín comparado bajo el título “Texto tentativo”; que en él se propone la redacción definitiva que sugiere la Comisión,...

El señor CHADWICK.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).-…y que respecto de las disposiciones aprobadas con anterioridad solo se introdujeron algunas modificaciones que aparecen en el comparado y que fueron acordadas por unanimidad, salvo aquella en que se abstuvo el Senador señor Gómez. 

El señor CHADWICK.- Exacto.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, si le pareciera a la Sala, podríamos votar primero la enmienda aprobada por mayoría, y después, en conjunto, todas las demás.

El señor CHADWICK.- Está bien.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, independiente de la argumentación del Honorable señor Gómez, que efectivamente se expuso en el debate habido en la Comisión, cuando se tocó este punto yo por lo menos tuve una diferencia respecto de la restricción impuesta a las empresas públicas en materia de gastos por concepto de publicidad. Creo que una limitación de esa índole atentaría contra el buen desempeño de dichos entes, que operan en mercados donde los competidores tienen a su alcance todos los elementos. Incluso, se podría prestar para inhibir actividades o decisiones propias de las referidas empresas, que en su mayoría son autónomas. De modo que cuando se debatió la disposición no estuve de acuerdo con el texto propuesto. 



No sé si, para no rechazar todo el inciso cuarto, es posible votar en forma separada lo concerniente a las empresas públicas. Ello, para dejar salvada mi oposición al respecto.

El señor CHADWICK.- Tiene razón, Su Señoría.

El señor NOVOA (Presidente).- En tal caso, la división de la votación incide en una sola frase. Pero entiendo que el Senador señor Pizarro está pidiendo votación separada para todo el inciso.

El señor CHADWICK.- No, señor Presidente: solo para la expresión “las empresas públicas”.

El señor PIZARRO.- La idea es eliminar los términos “las empresas públicas”.

El señor CHADWICK.- No se produce ninguna incongruencia.

El señor NOVOA (Presidente).- Como hay varios señores Senadores inscritos para intervenir, parece que lo mejor es que sigamos el orden de los artículos, a fin de aclarar todo lo que sea necesario.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero subrayar que, básicamente, el punto de debate se centra en el inciso tercero propuesto para el artículo 8° del Texto Fundamental, donde se prohíbe a los funcionarios públicos, en determinadas circunstancias, participar  en actividades de proselitismo político-partidista.



El Senador señor Núñez, en su momento, planteó una objeción acerca del significado de la frase consignada para establecer que los funcionarios públicos y municipales quedaban “impedidos de realizar cualquier actividad política”.



Frente a esa discrepancia, solicitamos que el proyecto volviera a la Comisión, con el propósito de perfeccionar dicho inciso.



Invitamos a ella al señor Contralor General de la República. Tuvimos con él una extensa jornada de trabajo, durante la cual vimos la jurisprudencia existente en la Contraloría y los casos prácticos que la habían generado.



En definitiva, la disposición propuesta en el nuevo informe complementario del segundo informe fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Constitución, pues recoge la jurisprudencia existente, perfecciona las normas actuales y representa un gran avance en cuanto a garantizar que en los procesos electorales los funcionarios públicos y los municipales no realicen actividades de proselitismo político-partidista (expresión que recomendó el señor Contralor) durante su jornada de trabajo ni usen su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para ejecutarlas.



La Contraloría tiene en la materia una vasta experiencia, de muchos años, y el señor Contralor ha sido muy riguroso en la aplicación de la normativa pertinente.



Reitero: el texto tentativo que aparece en el boletín comparado recoge exactamente lo que, según la Contraloría, debe ser una disposición que, con fuerza constitucional, asegure que los funcionarios públicos se mantengan al margen de actividades de proselitismo político-partidista, en las circunstancias que ahí se señalan.



Señor Presidente, me permito solicitarle unos minutos más a fin de dar lectura al nuevo inciso tercero, para una mejor comprensión.



Expresa lo siguiente:



“En cumplimiento del principio de probidad,” -que está consagrado en la Constitución- “los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista”. Esta última expresión fue la que nos recomendó el señor Contralor General de la República; antes decía “actividad política”, frase genérica que, en su opinión, es excesivamente amplia, por lo que impediría aplicar adecuadamente la norma. Por lo tanto, se procedió al reemplazo en comento, para evitar que ocurra aquello que no deseamos.



Y después agrega: “o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo,”.



Esa es la norma general. Y “durante su jornada de trabajo” significa en las oficinas, en dependencias de la Administración Pública, o fuera de ellas, pero en el horario laboral.



Y luego se adiciona algo que ya se encuentra establecido en la legislación: “ni podrá usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia,”. De manera que a nadie le será factible, ni aun fuera del horario de trabajo, invocar su cargo público para llamar a las personas a adherir a determinado candidato o votar por él.



Finalmente, se hace una excepción, porque hay sectores donde rigen normas aún más restrictivas que la mencionada. Por ejemplo, en las Fuerzas Armadas existen disposiciones que les impiden, a todo evento, incluso fuera del horario laboral, efectuar actividades de proselitismo político, ni siquiera invocando el cargo que se ostenta. Y, asimismo, en las policías, entre otras entidades. No recuerdo con exactitud, pero el señor Contralor enumeró una serie de instituciones que se hallan en esa situación.



Por eso, al cierre del inciso tercero se señala: “sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”.



Señor Presidente, el Senado ya tiene votado aquel inciso con la redacción anterior, que es distinta de la propuesta en el nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución.



En dicho órgano técnico hubo consenso -concurrieron a él sus cinco miembros- para aprobar el texto modificatorio, que recoge la inquietud planteada por el Honorable señor Núñez.



Entonces, si en la Sala existe acuerdo para aprobar una norma de tal naturaleza, estamos en condiciones de proponer que se deje sin efecto la votación ya realizada aquí y se reemplace el texto acogido en virtud de ella por el que acabo de leer, que al parecer despierta un consenso mucho más amplio y recoge la sugerencia hecha por el propio Contralor General de la República.



En consecuencia, la Comisión sugiere aprobar el inciso tercero propuesto para el artículo 8° de la Carta en los términos del nuevo informe complementario del segundo informe, que recogen el verdadero espíritu de lo que queríamos establecer.

El señor NOVOA (Presidente).- Entiendo que el señor Presidente de la Comisión de Constitución está planteando que la aprobación del nuevo inciso propuesto por ella signifique reemplazar el ya aprobado por la Sala y que su rechazo implique dejar vigente este último.

El señor ESPINA.- Así es.

El señor GÓMEZ.- Que se reabra el debate, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Es que sucede lo siguiente, señor Senador: para reabrir el debate sobre una norma ya aprobada se requiere un quórum especial de dos tercios de los Senadores presentes. Por eso, le tengo terror a los proyectos que vienen con unanimidad de la Comisión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, la situación es bastante simple: todo ha sido aprobado en forma unánime, salvo la modificación tendiente a intercalar una frase en el inciso cuarto.



Con ello se ha dado satisfacción a las objeciones formuladas en la sesión en que anteriormente se trató el asunto.



Observo que ahora, por muy buenos motivos, algunos señores Senadores se ausentan de la Sala. Como se requieren veintitantos votos, quizás lo más fácil sería efectuar una primera votación para ratificarlo todo, salvo lo que fue objeto de un pronunciamiento dividido, que se resolvería después, con lo cual se acaba la dificultad.

El señor ESPINA.- No existe quórum suficiente.

El señor CHADWICK.- La dificultad es otra, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- El problema reglamentario más complicado es qué pasa si se rechaza la proposición que formula la Comisión de Constitución en este momento: ¿regiría el artículo ya aprobado por la Sala en la votación anterior o no existe una norma sobre la materia?



Eso es lo que a la Mesa le corresponde decidir. Y es una cuestión de criterio.

El señor NOVOA (Presidente).- Es un punto extraordinariamente grave, porque no podríamos pedirle la opinión a dicho órgano técnico, que está claro que no lo está dilucidando.

El señor CHADWICK.- Es una materia de Reglamento.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor CHADWICK.- ¡Para confundir más…!

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el asunto se discutió en la Comisión y no hubo acuerdo. Y la Secretaría estuvo presente en el debate.



Lo que ocurre es lo siguiente. El Honorable señor Espina expresa que existe un artículo aprobado por la Sala, lo que hace necesario, para poder votarlo nuevamente, la reapertura del debate. Entonces, Su Señoría sostiene que debemos pronunciarnos, y si se rechaza lo que viene de la Comisión, queda aprobado lo anterior.



Ello no es así, señor Presidente. La norma aplicable establece que si se reabre el debate, se reabre sobre el proyecto.



Ahora, no mantenemos diferencias: lo que se plantea es un problema de procedimiento que usted, señor Presidente, debe resolver. Se trata de decidir desde el punto de vista reglamentario.



Lo que resulta inaceptable es que el señor Senador exponga que si media un rechazo, queda aprobado lo anterior. Eso no es reglamentario.



Por eso, es importante una definición sobre el punto, porque constituirá un precedente para otros temas de debate.



¡Y, como dice el Honorable señor Ruiz-Esquide, es mejor devolver el asunto a la Comisión de Constitución…!

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Creo que vamos a enviarlo a la de Salud para que aclare el problema…!



Se registran varios inscritos para usar de la palabra, y la realidad es que vamos a enredarnos de nuevo en una cuestión de procedimiento. 



El señor Secretario me hace presente que, en efecto, para volver a tratar una norma aprobada, se debe reabrir el debate. Al hacerlo, se pone en votación la proposición de la Comisión. Si no es acogida, se debe votar de nuevo la anterior, con lo cual se corre el riesgo de que se reabra la discusión y no exista norma alguna. ¡A lo mejor, este último no es un riesgo tan grande, y salvamos a la República de otra modificación…!



Pero el Honorable señor Espina ya lo expresó en su momento: la reapertura del debate tiene que votarse. Y, cuando se trata de una disposición ya aprobada, se requieren dos tercios de los Senadores presentes.



Por eso se planteó la idea de que la Comisión pudiera presentar un proyecto de carácter unánime.

El señor CHADWICK.- En esta parte exhibe esa característica.

El señor GAZMURI.- Sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Aparentemente, no.



Que se reabra el debate norma por norma, entonces, porque, de lo contrario, no vamos a avanzar nunca.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, se trata de una cuestión de buena fe. Hoy existe una disposición aprobada por la Sala. Los Senadores de la Alianza por Chile, de buena fe, a raíz de lo que planteó el Honorable señor Núñez, nos pronunciamos por perfeccionarla.



Lo que para nosotros sería impresentable es que el acuerdo para hacerlo no obtuviera los votos necesarios, porque, en ese caso, se “caerían” los dos preceptos. Y, para nosotros, es una norma muy importante.



Entonces, es una cuestión de manera de proceder en esta Corporación. Si nosotros, de buena fe, concordamos en la reapertura del debate, debemos estar seguros de que la disposición se va a aprobar. Cuando uno desea perfeccionar una normativa, el Reglamento no le da todos los instrumentos exactos para tal efecto.



Ahora, el Senador señor Gómez tiene razón. Y no es que haya sido inaceptable lo que digo, sino que lo que planteo constituye un tema político. Cuando uno genera un acuerdo político, debe cumplirlo. Y entiendo que lo que aquí existe es una voluntad mayoritaria, expresada en un acuerdo de esa índole, para acoger una disposición por ser mejor que la aprobada anteriormente.



Entonces, si existe buena fe, se tendrá que votar.

El señor VÁSQUEZ.- Votemos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con el Senador señor Espina en el sentido que expondré.



Además, queremos dar la conformidad de nuestros votos para acoger la norma tal cual viene de la Comisión.



En su oportunidad, apoyé la observación formulada por mi Honorable colega Núñez, y la redacción propuesta por el órgano técnico satisface plenamente la objeción que nosotros planteamos. De modo que si se reabre el debate al respecto, comprometemos, obviamente, nuestros votos para aprobarla tal cual viene.

El señor NOVOA (Presidente).- Por unanimidad, entonces, se reabrirá el debate y se pondrá en votación la proposición de la Comisión de Constitución.

El señor PIZARRO.- El único que debe someterse a votación es el inciso tercero del artículo 8º.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es. En ese precepto no se registró una votación dividida y estamos todos de acuerdo.

El señor PIZARRO.- Pero no tiene nada que ver con aquel al cual se estaba haciendo referencia, que es el segundo.

El señor NOVOA (Presidente).- El señor Secretario informará sobre la norma, que es clave.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El boletín comparado, en la columna “MODIFICACIONES Nuevo Informe Complementario”, contiene, entre ellas, la que señala: “Uno) Sustituir el inciso tercero, por el siguiente”.



Se requieren dos tercios de los señores Senadores presentes.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma expuesta por la Mesa.



--Por unanimidad, así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación la proposición de la Comisión respecto del inciso tercero del artículo 8º.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por cierto, voy a respaldar el acuerdo construido en la Comisión de Constitución. Las inquietudes consignadas por el Honorable señor Núñez se han acogido plenamente.



Pero, al pronunciarme, me gustaría dejar una constancia sobre lo que se entiende por “actividades de proselitismo político partidista”. Sé que existe una interpretación al respecto, mas entiendo que, cuando se participa, como autoridad, invitado a la conmemoración de una fecha histórica que pudiera ser objeto de una interpretación política, no estamos insinuando que ello se encuentre prohibido.



Lo digo, señor Presidente, porque es evidente que uno no desea ver a un gobernador llegar en el auto de su repartición a una actividad de su partido o a un congreso partidario. Sin embargo, es distinto cuando tiene lugar una reunión de conmemoración de una fecha de connotación histórica que va más allá de los ámbitos propios de una colectividad, pero presenta una connotación política.



Y quiero poner un ejemplo concreto al consignar mi voto. Si se realiza una actividad tendiente a recordar el 5 de octubre, una fecha histórica para el país, a juicio de todos -a algunos les fue mejor; a otros, peor, pero reviste esa connotación-, y al acto oficial asiste un alcalde o un gobernador en el auto que le ha sido asignado, estimo que no se violaría la ley en proyecto, porque se trataría de un acto de conmemoración. Y podrían darse otras situaciones.



Sobre esa base, voto a favor de la disposición, señor Presidente. Y entiendo que esa es la opinión general del Senado. Lo digo para que quede consignado así en la historia de la ley.



Quiero poner otro ejemplo en el mismo sentido. Si un alcalde militante de la UDI acude al cementerio en un vehículo municipal, con motivo de la conmemoración del asesinato de Jaime Guzmán, esto último no constituye una actividad político-partidista, sino recordatoria de un hecho histórico, aun cuando se presente una connotación política. Entiendo que no es ese tipo de actos lo que se determina como prohibido, en lo más mínimo, y que ese es el espíritu con el cual nos estamos pronunciando.



Voto que sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la reapertura del debate significa votar la proposición que figura en la última columna del boletín comparado.



Deseo manifestar una reserva sobre el punto, y quisiera obtener una explicación más racional que la forma como lo comprendo. Cuando se expresa que los funcionarios “no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista”, cabe considerar que muchos son independientes pero hacen proselitismo a favor de una candidatura, cualquiera que sea. Esas personas estarían excluidas de…

El señor CHADWICK.- Ello también se extiende a la presentación de candidaturas.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Lo que quiero decir es que estamos dejando que los independientes, que nunca lo son totalmente, hagan algo que todos los demás…

El señor CHADWICK.- Están incorporados.

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego a Sus Señorías no entablar diálogos.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estoy expresando una duda, por cuanto el asunto ha sido bastante enredado.



¡Se podría remitir el proyecto a la Comisión de Salud…

El señor PROKURICA.- ¡Para que lo enreden más…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- … y llevar a cabo una especie de trasplante…!



Lo que consulto es real, señor Presidente. No me basta la opinión del señor Contralor para entender si la redacción es suficiente y adecuada. Lo digo sinceramente, sin pretender molestar a nadie. La cuestión no me resulta clara. Si alguien puede proporcionar una explicación, lo agradecería.



Mi pregunta dice relación a que, al incorporarse la palabra “partidista”, se está contemplando a los adherentes de una colectividad política. Y existe gente que puede mantener una visión independiente, sin pertenecer a un partido, y ejercer, en un momento dado, una opción política por la cual realiza proselitismo.



Si alguien pudiera aclarar el punto, quedaría feliz si lograse entenderlo.



Gracias.

El señor GAZMURI.- Estamos en votación.

El señor NOVOA (Presidente).- Agradeceré a quien fundamente a continuación su voto que disipe la duda del Senador señor Ruiz-Esquide.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias por su confianza, señor Presidente. La verdad es que precisamente estaba analizando el asunto.



La palabra “proselitismo” significa “celo de ganar prosélitos”. Y “prosélito”, en la segunda acepción del Diccionario de la Lengua Española, es “Partidario que se gana para una facción, parcialidad o doctrina.”.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito no interrumpir al Senador señor Vásquez, quien intenta ilustrar al Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor VÁSQUEZ.- Y voy a fundamentar, además, señor Presidente, por qué votaré a favor de la norma.



De lo que se trata -y deseo que ello quede establecido en la historia fidedigna de la ley- es la prohibición del acto de aquellos partidarios que se ganan para una acción política determinada, sea en favor de un partido o de una candidatura electoral independiente. Ello se refiere, más que nada, a dos elementos básicos: uno -y creo que es lo que se busca fundamentalmente mediante la modificación constitucional en estudio-, la actividad electoral que se realiza a través de medios públicos y en función de la investidura de quien efectúa el proselitismo; y dos, el hecho de ganar partidarios, aun cuando no se trate de actos electorales.



A mi juicio, al usarse la expresión “proselitismo”, se apunta a evitar que se tienda o a incrementar el flujo electoral en un momento determinado o a aumentar la militancia de un partido político, un movimiento, una facción. Entendido en ese sentido, me parece que el término queda absolutamente claro. 



En razón de lo anterior, votaré a favor de la norma.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, formularé un par de comentarios.



En primer lugar, se halla absolutamente fuera de mis posibilidades proporcionarle una explicación al Senador señor Ruiz-Esquide.



Al margen de lo anterior, quería consignar -y lamento que el Honorable señor Letelier no se encuentre presente- que me parece perfectamente legítimo que cada uno de nosotros exprese su juicio respecto del texto que nos ocupa. Pero no considero pertinente que de alguna manera se pretenda hacer extensiva la opinión propia al resto de la Sala.



La verdad es que la interpretación que este último señor Senador hace de la norma en examen no la comparto, en definitiva. Y creo que se refiere, en forma objetiva, precisamente a algo que se pretende impedir.



Más allá de que se utilice como argumento la fecha del 5 de octubre, considero que el texto impide claramente la hipótesis planteada por Su Señoría. En el caso de un acto al que convoque un conjunto de partidos políticos -revista o no un carácter histórico, lo cual constituirá una cuestión discutible-, no veo por qué razón o en qué circunstancia, si tiene lugar durante la jornada de trabajo, la autoridad podría utilizar su vehículo fiscal, para seguir el ejemplo mencionado. Eso es exactamente lo contrario a lo que expresa la norma.



Y, a la inversa, si se está fuera de la jornada laboral y el acto se realiza un día domingo, por ejemplo, con menos razón y justificación se podría utilizar el vehículo, porque este tiene que ver precisamente con el aprovechamiento del cargo.



Por lo tanto, señor Presidente, sin ánimo de reabrir un debate que a estas alturas ya se encuentra concluido, resulta pertinente dejar constancia, a lo menos para los efectos de la historia fidedigna de la ley, de que la interpretación del Honorable señor Letelier es exactamente opuesta al texto expreso que en este minuto se está votando. 



Quisiera dar un ejemplo del todo práctico y contingente acerca de la cuestión. Hace algunos días, el Intendente de la Región de Los Ríos participó en la inauguración de un gimnasio, junto con un candidato a Diputado perteneciente a la coalición de Gobierno. Lo hizo, obviamente, en el ejercicio de su cargo. Ello fue presentado como un acto que realizaba esa autoridad, y así apareció en la página web del Gobierno regional. ¡Y, casualmente, el recinto recibió el nombre del candidato por una de las coaliciones políticas que intervendrán en el proceso electoral…! ¡Es decir, el Intendente concurre un día sábado, con un postulante a la Cámara, a un acto que se presenta como oficial, se inaugura un gimnasio y a este se le da el nombre del candidato…!



La norma que nos ocupa prohíbe, precisamente, conductas de esa naturaleza, y, en consecuencia, esa es la interpretación correcta a que da lugar, por lo menos en el aspecto al cual me he referido.



Insisto en que el sentido que le asigna el Senador señor Letelier resulta muy respetable, por supuesto, pero es exactamente opuesto a lo que expresa el texto.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que no se trata de utilización de camionetas ni de pegar afiches. Es claro que ello se encuentra prohibido y sancionado por la Contraloría desde 1990, desde la primera elección que recuerdo. Luego de recuperada la democracia, se puso mucho énfasis en no utilizar las camionetas ni el horario de trabajo para fines proselitistas.



Aquí la Oposición ha planteado, en mi opinión, un debate legítimo para evitar que en las próximas elecciones los funcionarios públicos hagan proselitismo, acusación permanente de dicho conglomerado hacia el Gobierno. 



El Senador Espina así lo ha manifestado. Pero su propia candidatura lo desmiente, por cuanto él sacó la primera mayoría nacional en una circunscripción donde el Ejecutivo tiene presencia a través de la CONADI, de la entrega de diversos subsidios y de mucho apoyo hacia la gente de esa zona mapuche.



Entonces, independiente de lo que use el Gobierno (camionetas, subsidios, semillas, viviendas), queda claro que eso no es lo determinante para ganar una elección.



Por otra parte, me pregunto: ¿Qué pasa con el Presidente de la República? ¿La norma lo involucra? Porque dice: “los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República, y los municipales”. Tal parece que la disposición lo excluye. O sea, podría asistir a los actos o al congreso general de su partido; quedaría exento de los impedimentos planteados.



En estricto rigor, si se compara la capacidad de incidencia, de intromisión electoral de un funcionario público, de un seremi o de un jefe de gabinete con la de una Presidenta con 70 por ciento de aprobación, está claro que la norma debiera incluir a quien puede incidir de verdad, haciendo proselitismo, en una campaña electoral.



Por lo tanto, advierto que en el inciso propuesto se excluye al Presidente de la República y no me explico por qué.



¡La monarquía presidencial…! La veneración permanente hacia la figura del Primer Mandatario y la subyugación al centralismo de los Senadores, incluidos los de Regiones. O sea, el Presidente es intocable.



Ello no parece apropiado. 



Por cierto, hablo de “Presidente” de manera genérica, porque tales disposiciones tienen un carácter durable en el tiempo.



En segundo lugar, quiero referirme al horario de trabajo. 



En el caso de los funcionarios públicos, está claro: 8 horas diarias. Pero la jornada de los de exclusiva confianza hasta donde yo sé es de 24 horas. Prácticamente no tienen horario laboral definido. Al respecto, habrá problemas. Muchos de ellos deben estar disponibles a las 2 de la madrugada, a la medianoche. ¡Su jornada de trabajo consiste en no tener horario fijo!



Por lo tanto, para lo dispuesto en la norma en comento queda fuera parte de lo referido al horario laboral. Porque hay uno para los funcionarios públicos y otro distinto para los de exclusiva confianza.



En lo relativo a la publicidad o difusión de las distintas reparticiones públicas, se establece la prohibición de incurrir en otros gastos por ese concepto que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Ya señalé que en esta materia hay un vacío enorme. 



Tengo un titular de un periódico que dice: “Rosales va a la reelección como alcalde de Los Ángeles”. En su oportunidad acudí a la Contraloría para hacer presente la situación: dicho edil, que renunció 30 días antes para repostular, dejó financiada en un diario local la impresión de una revista completamente dedicada a él. La publicación se produjo en medio de la campaña municipal pasada. Había dejado el cargo, pero se aseguró de que saliera una revista “a todo trapo” relacionada con el municipio.



Señor Presidente, la inconveniencia de ello no radica en difundir las obras municipales, sino en personalizarlas. Tal como lo hace la alcaldesa Barahona en Renca, donde se ponen fotografías de su persona en las faenas para que se piense que son obra de ella. Aunque muchos parlamentarios también lo hacen, no corresponde personalizar las obras públicas y timbrarlas como propias, cuando en realidad son financiadas con fondos públicos.



En este ámbito se produce una vulneración grave al principio de probidad. Ello implica una sanción considerable. Pero me preocupa el carácter probatorio de tal ilícito.



Voto a favor de la norma, porque se ha planteado que es necesaria. Pero dejo constancia de las observaciones que he señalado. 



Señor Presidente, reclamo el legítimo derecho de todos los ciudadanos a ejercer de manera libre su adhesión política. Sin usar bienes del Estado, pero con la posibilidad de manifestarla públicamente. De no ser así, significaría que quieren eunucos políticos. Estoy en contra de ello y a favor de la participación y de la clarificación de las posiciones de todos los ciudadanos, incluyendo a los funcionarios públicos.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, haré dos reflexiones muy breves.



Por razones por todos conocidas, yo no estuve cuando se inició el debate de este proyecto. Pero en la Comisión de Constitución manifesté que iba a aprobar la norma en comento. 



Sin perjuicio de ello, quiero llamar la atención del Senado sobre lo siguiente.



No me parece adecuado que incluyamos en la Constitución preceptos de carácter reglamentario. La Carta Fundamental debe contener principios generales y la regulación correspondiente ha de quedar establecida en leyes y reglamentos.



La semana pasada me tocó hacer una presentación sobre la Constitución alemana, que tiene 60 años de vigencia -ha sobrevivido a muchas contingencias, incluida la caída del Muro de Berlín- y sigue rigiendo para alegría de todos los germanos.



Para que las Constituciones tengan suficiente validez -ese es otro tema-, requieren cierto consenso a nivel nacional. Estar permanentemente modificándolas, más aún para introducir normas reglamentarias, reviste una complejidad. 



Lo dejo planteado en la Sala para la historia de la ley.



En segundo lugar, señor Presidente, deseo hacer una aclaración importante, a raíz de la norma que estamos votando. También lo señalé en la Comisión, pero quiero reiterarlo aquí para que quede en la historia de la ley.



Cuando se habla de actividades de carácter proselitista -lo explicó muy bien el Senador señor Vásquez y lo consultamos en el Diccionario de la Real Academia Española-, se está haciendo mención a aquellas cuyo objetivo sea buscar adeptos. 



Y me pongo como ejemplo. 



Siendo Canciller, fui invitada por varios partidos políticos de la Concertación y de la Oposición para explicar la posición de Chile frente a la guerra de Iraq. Acudí a las sedes políticas respectivas en horario de trabajo y en un vehículo fiscal.



Hago presente lo anterior, porque, si un Ministro es invitado a un partido político en su horario de trabajo para exponer sobre determinado programa de vivienda o la posición de Chile respecto de una tarea, de un problema de Estado o de política exterior, me parece importante dejar expresamente consignado en la ley que dicha autoridad puede realizar esa actividad y asistir en su vehículo fiscal. De lo contrario, estaremos introduciendo en la Constitución una interpretación que será extraordinariamente compleja para el ejercicio de las labores de funcionarios de la confianza del Presidente o la Presidenta de la República.



Tal situación resulta complicada. 



El Senador señor Pizarro me dice que ello no podría hacerse aunque se esté dentro del horario de trabajo. Sin embargo, creo que forma parte de las tareas de un Ministro entregar información respecto de una política de Estado, a requerimiento de un partido político, cualquiera que este sea. 



Dejo constancia de mi inquietud expresamente en la historia de la ley, porque, si no, nos encontraremos con dificultades el día de mañana. Me parece importante consignarlo para que quede completamente claro.



Además, cuando señalé ese punto en la Comisión, la interpretación del señor Contralor fue exactamente en la misma dirección: la acción referida no constituye una actividad proselitista. El Ministro de Estado podría llevarla a cabo, naturalmente en su horario de trabajo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero del artículo 8° (31 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votó por la negativa el señor Ruiz-Esquide.


Se abstuvo el señor Pizarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Propongo a la Sala que las modificaciones aprobadas por unanimidad por la Comisión en el nuevo informe complementario del segundo informe, al igual que las enmiendas acogidas de manera unánime contenidas en el informe anterior, queden aprobadas con la misma votación.



Después veremos los incisos aprobados por mayoría en el órgano técnico. Hay dos normas que no han sido puestas en discusión todavía.



¿Le parece a la Sala seguir ese procedimiento? 

El señor LARRAÍN.- Pueden ser distintos los quórum de aprobación.

El señor NAVARRO.- ¿Se votaron todos los incisos del artículo 8°?

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador.



Todavía queda por discutir la norma a que hizo mención el Senador señor Pizarro, referida a la propaganda, que fue aprobada por mayoría.



¿Hay otra disposición, señor Secretario? 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Bueno, existe otro precepto que se debe votar. Pero ya llegaremos a él. 



¿Damos por aprobadas, con la misma votación anterior, todas las enmiendas acogidas por unanimidad en la Comisión? 



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no sé si los parlamentarios que se abstuvieron o votaron en contra mantendrán su posición respecto de lo que la Mesa plantea, porque se trata de materias completamente distintas.



A mi juicio, debieran aprobarse por unanimidad tales enmiendas. 



Por lo tanto, pido que se voten. 

El señor LARRAÍN.- Hay que votarlas.

El señor NOVOA (Presidente).- En efecto, reglamentariamente, corresponde votar sin discusión las modificaciones acogidas de forma unánime en la Comisión. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Justamente. Eso incluye las enmiendas acordadas tanto en el nuevo informe complementario como en el informe que la Sala conoció en mayo.

El señor NAVARRO.- ¿Pero del mismo artículo 8º?

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador.



Estamos hablando de las proposiciones unánimes de los informes complementarios. 



Entiendo que resulte complicado a estas alturas seguir el debate.



La vez anterior se aprobó gran cantidad de normas. 



Señor Senador, ¿desea consultar sobre alguna norma específica?

El señor NAVARRO.- Mi duda es si ya se votaron los incisos del artículo 8º.

El señor NOVOA (Presidente).- No. Acabamos de aprobar solo el inciso tercero.

El señor GAZMURI.- Ahora votaremos las enmiendas aprobadas por unanimidad. 

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.

El señor NAVARRO.- Pero no el inciso relativo a la publicidad.

El señor NOVOA (Presidente).- Ese va a quedar pendiente.



En votación las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las modificaciones acogidas por unanimidad en la Comisión (32 votos favorables y una abstención).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Se abstuvo el señor Pizarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre el inciso cuarto del artículo 8º, que comienza señalando: “Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos…”. 



Esa norma venía del informe complementario del segundo informe, y fue aprobada en la Comisión por 2 votos a favor (Senadores señores Espina y Muñoz Aburto) y una abstención (Senador señor Pizarro).

El señor NOVOA (Presidente).- Tal disposición fue objeto de una modificación posterior en el nuevo informe complementario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Correcto.



La Comisión propone ahora agregar una frase final a dicho inciso. Pero antes se debe aprobar la base. 



En definitiva, hay que efectuar dos votaciones: la primera, sobre la norma conocida por la Sala el 13 de mayo; y la segunda, acerca de la enmienda propuesta en el último informe.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el inciso cuarto del artículo 8º. 



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, para ahorrar tiempo, señalo que mi abstención en esa oportunidad se debió a una materia que se mantiene en el texto tentativo sugerido por la Comisión. 



Si se vota el inciso completo, yo me pronunciaré en contra o me abstendré, lo que, para efectos prácticos, da lo mismo. 



Por lo tanto, pido que se someta a votación el texto final. De aprobarse, no hay para que insistir en el otro, que es más restrictivo. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo quiero señalar que la norma propuesta se encuentra en la ley. Por tanto, esté o no en la Carta, igual es obligatoria. 



Si la disposición se incorpora a la Constitución, no produce ningún daño, porque establece que todos los organismos indicados pueden hacer propaganda en el cumplimiento de sus funciones. ¡Era que no! ¡Cómo el Ministerio de Salud va a publicitar asuntos de vivienda o el MINVU, aspectos relativos a ciertos alimentos! Cada uno hace lo que le corresponde. 



¿Por qué otra razón podrían efectuar propaganda? Para informar a los usuarios sobre lo relativo al ámbito propio. Así, CODELCO difundirá lo que le competa, al igual que la ENAP.



En definitiva, se trata de una norma bastante inocua. 



Por lo mismo, es absurdo incorporarla en la Constitución, porque no corresponde al nivel jerárquico -como lo dijo el Honorable señor Chadwick, interpretando al Senador señor Gómez, y también la Senadora señor Alvear- de los preceptos que la componen. 



En consecuencia, el Gobierno no es contrario a dicho inciso, pero nos parece que no debería estar en el Texto Fundamental.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, la verdad es que el argumento del señor Ministro Viera-Gallo es contradictorio respecto de la esencia del proyecto. 



La iniciativa en debate eleva a rango constitucional un conjunto de materias que podrían no haber tenido dicho carácter. Resulta insólita la opinión recién vertida considerando que en su minuto se discutió la necesidad de darle dicha calidad a lo relativo al fideicomiso ciego, disposición que perfectamente podría haber sido incorporada en el Código Civil, salvo en lo concerniente a la posibilidad de que una persona tuviera que desprenderse de parte de su patrimonio. Excepto esto, todas las normas propuestas podrían estar en alguna ley.



Entonces, ¿por qué se les da nivel constitucional? Porque se estima que son importantes para perfeccionar la probidad, para darle mayor transparencia a la actividad política. Incluso, era factible incluir en la legislación el propio principio de probidad. Habría bastado con ello. Sin embargo, ¿qué hicimos en esa oportunidad? Le dimos rango constitucional.



En consecuencia, no tengamos en esta materia -lo digo con el mayor respeto- un doble estándar. Cuando se trata de regular ciertos asuntos, se establece que se les debe otorgar jerarquía constitucional. Pero cuando se abordan normas que dicen relación con la transparencia, con la actividad de la política al margen del intervencionismo político-electoral, ahí se dice que no es necesario legislar, porque la norma ya existe. 



Señor Presidente, el punto es muy sencillo. ¿Estamos dispuestos a aceptar que los servicios públicos hagan publicidad pero solo para cumplir con sus funciones propias? ¿O vamos a permitir que en períodos electorales realicen propaganda -como ha ocurrido en campañas anteriores- que excede sus funciones e incentiva a votar por un candidato a senador o a diputado, o por la coalición gobernante? 



¡Este es un tema de transparencia, de probidad, de modernización de la política!



Limitar a los servicios públicos en la realización de labores de publicidad solo para el cumplimiento de sus funciones -descritas en la ley- resulta esencial para nosotros como demostración de que queremos dar jerarquía e importancia a la materia.



Termino refiriéndome al peor de los argumentos manifestados por el Ministro Viera-Gallo. Él sostiene que, como se haya en la ley respectiva, no es necesario incorporar la disposición en debate en la Constitución. Al respecto, le replico: si la norma está en la legislación, ¡por qué le preocupa incluirla en la Carta cuando se busca otorgarle jerarquía! 



Cabe recordar que el proyecto que nos ocupa lo presentó el Gobierno con bombos y platillos. Y tiene un título enorme: “Reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política”.



¿Ayuda o no a la calidad de la política y a la transparencia el establecer en la Carta que la Administración Pública no puede hacer publicidad para fines que no sean los propios? 



Aquí, entonces, demostramos si tenemos interés y vocación para que aquella sea una norma permanente, cualquiera que sea quien gobierne.



También se eleva a rango constitucional la declaración de patrimonio e intereses y, no obstante, el Gobierno nunca ha objetado que la materia ya se encuentra en la ley. La declaración de patrimonio e intereses no está hoy en la Carta Fundamental, pero rige. Sin embargo, se eleva a rango constitucional. ¿Por qué? Porque queremos jerarquizar la norma.



Entonces, señor Presidente, sería extraordinariamente valioso, a nuestro juicio, que el Senado hiciera un aporte en este ámbito, a sabiendas de que existe una discusión acerca de si el tema puede tener o no rango constitucional. Porque, si antes hubiéramos recurrido a los resquicios, podríamos haber sostenido que muchas disposiciones no deberían estar en la Constitución (tema, entre paréntesis, bastante discutible, pues aquí nadie tiene una varita mágica para determinar qué debe estar y qué no en nuestra Ley Suprema, salvo el constituyente, que somos nosotros).



En nuestra opinión, incluir una norma de la naturaleza descrita en la Constitución demuestra la voluntad del Parlamento en orden a modernizar la política, a que haya transparencia y a que los bienes públicos sean utilizados para los fines correspondientes y no para hacer proselitismo político. Ese fue el espíritu que guió a la Comisión al elevarla a rango constitucional.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto de orden político. 



Aquí ya se han tomado varias decisiones respecto a la transparencia en la actividad política. En la Comisión se discutió bastante sobre el particular y no hubo unanimidad, porque a algunos nos llama a equívoco el hecho de que la Constitución se transforme finalmente en una ley.



Como bien indicó el señor Contralor General de la República en dicho organismo, el precepto en cuestión es la repetición exacta de un artículo de la ley N° 19.884, que ahora, por tanto, se eleva a rango constitucional.



Cuando se analiza la estructura jurídica del país, se afirma que la norma fundamental es la Constitución. Por eso, terminar legalizándola o reglamentándola es, a nuestro juicio, un error. 



El señor Contralor expresó textualmente lo siguiente en la Comisión: “Como consideración de orden general, destacó que el proyecto en debate es una nueva expresión de un creciente proceso de “constitucionalización” o de escalamiento de normas legales, consistente en trasladar desde el nivel legal hasta el texto de la Carta Fundamental disposiciones que ya existen en nuestro ordenamiento jurídico, lo que está llevando a que nuestra Constitución pase a ser un texto extenso.”.



En ese sentido, no concuerdo con el Senador señor Espina, porque aquí no se trata de que uno tenga o no disposición a que la probidad y la transparencia existan y se apliquen. No estamos discutiendo eso, sino el problema de la publicidad. No estamos frente a un tema mayúsculo, sino ante una situación muy particular a la cual pueden verse enfrentadas distintas instancias. 



Y lo propuesto parece ilógico. Las normas constitucionales son para abordar aspectos fundamentales. Aquí estamos hablando del artículo 8°, ubicado dentro del capítulo “Bases de la institucionalidad”, disposición que señala: “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.”. Y así como esta se contemplan una serie de normas indispensables para las bases de nuestra institucionalidad. Sin embargo, ahora nosotros, este Congreso, considera que es importante regular el uso de la publicidad respecto de CODELCO o de cualquier otra empresa estatal y de cualquier ministerio, subsecretaría, intendencia.



Esa es una norma que, a nuestro juicio, no resulta lógico instalar en la Constitución. Podrá estar en la ley, como lo está hoy, o podrá desarrollarse a nivel reglamentario. De hecho, aborda una materia que resulta perfectamente posible de controlar, según el señor Contralor, por la vía legal.



Entonces, señor Presidente, lo que yo digo es lo siguiente.



Hemos discutido y llegado a un acuerdo político, que hemos honrado, pero creo que, en este punto específico, no es correcto transformar la Constitución en ley, atendido el principio que por años hemos defendido, cual es la existencia de una Carta Fundamental sólida, vigorosa, donde estén las normas que corresponden. 



Por lo tanto, no empecemos a legalizar y a terminar convirtiendo en ley un cuerpo tan importante como es la Constitución.



Por eso, señor Presidente, anuncio que votaré en contra del precepto.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, escuchando el debate, cada vez me convenzo más de que existe una anomalía en el sistema institucional chileno. Y es el hecho de que normas de este tipo, relacionadas con cuestiones tan fundamentales como la calidad de la política, nunca han sido realmente debatidas por el país en su conjunto.



Lo que ha hecho el Parlamento, principalmente el Senado de la República, es arrogarse una facultad constituyente para la cual no fuimos elegidos. Es cierto que existe el constituyente derivado, que es el papel que hemos desempeñado en los últimos años, tratando de dar consistencia a una Constitución que no compartíamos. 



Pero esta es una discusión muy de fondo, que dice relación a la calidad de la política.



Voté a favor de la norma anterior, no solo por el compromiso adquirido, sino porque Chile tiene un sistema político basado en la desconfianza. El inciso tercero del artículo 8° que acabamos de aprobar se justifica únicamente en un sistema político donde la desconfianza juega un rol fundamental. Y en un régimen presidencialista, donde el Parlamento no cumple un papel muy importante, por cierto que se requiere una disposición de esa naturaleza y por eso la voté a favor. En un sistema parlamentario no se habría justificado, porque, ¿en qué momento el parlamentario que es ministro actúa como parlamentario y en qué momento actúa como ministro? Eso es imposible de determinar, salvo que se establezca que a 40 metros del ministerio deja de ser ministro, lo cual es absurdo.



El inciso cuarto que se plantea, en mi opinión, se vincula nada menos que con el tema más central dentro de una sociedad moderna, como es la difusión y publicidad de los actos. No hay actividad más practicada que la difusión y la publicidad.



Y aquí estamos generando las condiciones para que, si la norma que aborda esa materia se incorpora dentro de la Carta, como aquí se pretende, nos llenemos de acusaciones constitucionales contra intendentes, alcaldes, ministros, etcétera. Porque, ¿quién va a determinar que un intendente u otra de estas autoridades está haciendo mal uso de la difusión de sus actos? Lo más seguro es que un opositor lo acuse de realizar propaganda política, a pesar de estar difundiendo algún tipo de actividad que puede ser incluso muy noble y relacionada estrictamente con las funciones propias de su intendencia (o de un ministerio, municipalidad, según corresponda).



Por eso, soy más bien partidario de que la norma quede en la ley y no en la Carta Fundamental. De lo contrario, nos vamos a llenar de acusaciones constitucionales en contra de todas esas autoridades, a propósito de un tema tan central como la difusión y publicidad de los actos propios de determinado servicio o Poder del Estado.



En ese sentido, creo que se comete un grave error, porque vamos a hacer mucho más difícil la convivencia política al trasladar la desconfianza, consustancial al sistema político chileno, a las municipalidades, a las intendencias, a las gobernaciones, lo cual será francamente muy lamentable, debido a que en esta materia -difusión y publicidad-, siempre nos vamos a encontrar con grandes diferencias.



Por esa razón, voy a votar en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Informo que el Comité Renovación Nacional ha solicitado segunda discusión para la norma en debate y las que vienen a continuación.



En consecuencia, si le parece a la Sala, los Senadores inscritos harán uso de la palabra en la próxima oportunidad.

El señor PROKURICA.- Agotemos la primera discusión, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien.



Si los oradores inscritos lo desean, pueden hablar ahora. No hay ningún problema. Pero hago presente que a continuación viene un proyecto relativo a la situación que está viviendo Chaitén, de quórum calificado, y me gustaría que hubiera el número de Senadores necesario para aprobarlo.



Los Senadores inscritos para intervenir en la primera discusión son, en este orden, los Honorables señores Ávila, Kuschel, Prokurica, Orpis y Naranjo.

El señor NARANJO.- Tengo una duda reglamentaria, señor Presidente.



¿Se puede interrumpir el proceso de votación cuando un proyecto ya ha comenzado a votarse?

El señor NOVOA (Presidente).-  No estamos en votación, señor Senador.

El señor NARANJO.- Pero ya hemos votado parte de la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.



Estamos en la discusión particular, votando artículo por artículo. Dimos por aprobados todos aquellos que no fueron objeto de indicaciones, así como los que fueron modificados mediante acuerdos unánimes de la Comisión. Y ahora está en debate un artículo aprobado por mayoría que aún no ha sido puesto en votación. Además, la Sala debe pronunciarse sobre otras normas.

El señor NÚÑEZ.- Lo que está en discusión ahora es un inciso de un artículo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es. Se trata de un inciso que se votará en forma separada a raíz de un planteamiento formulado por el Senador señor Pizarro y que además no fue despachado en forma unánime por la Comisión. Y es perfectamente reglamentario pedir segunda discusión tanto para el inciso en comento como para otras normas en las cuales no hubo consenso y requieren ser refrendadas por la Sala.

El señor NARANJO.- Conforme, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- El siguiente orador inscrito es el Honorable señor Ávila, quien puede hacer uso de la palabra.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, este tipo de iniciativas lo que hace es convertir a la Constitución en un cuerpo mórbido, es decir, lo llena de grasa y le va restando consistencia en lo que son los temas fundamentales que deben constar en una Carta Fundamental.



Por ejemplo, no hemos podido aún, pese a múltiples esfuerzos de organizaciones, de personas individuales, de representantes ciudadanos, incorporar en una reforma el plebiscito como un instrumento de consulta a la ciudadanía, que en todos los países avanzados está presente para cumplir un rol esencial de sustento de la democracia.



Junto con elevar el rango de determinada disposición legal, lo que se está haciendo es rebajar el carácter de la Constitución. De la actual la verdad es que ya a esta altura no me preocupa tanto, porque ha sido convertida en un verdadero “cajón de sastre” y, por consiguiente, lo único que cabe esperar es que se den las condiciones para romper el cautiverio a que se ha sometido a la ciudadanía, en el sentido de impedirle que en ciertos momentos tenga la posibilidad de pronunciarse acerca de aspectos claves en el desarrollo del país y de la sociedad de que forma parte.



Es completamente absurdo que un alcalde tenga la oportunidad de consultar a los vecinos respecto de determinadas iniciativas del municipio, y el Presidente de la República carezca de un instrumento de gobernabilidad como el que señalo.



Obviamente, voy a votar en contra, por las razones que acabo de indicar y por los argumentos que mis Honorables colegas han consignado en intervenciones anteriores. Ojalá que esta parte de la reforma no pase, no salga airosa de este debate, por cuanto, sin ninguna duda, iremos llenando de más colgajos todavía a nuestra Carta Fundamental, que ya suficientemente deteriorada y contrahecha está.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, es curioso el debate que hemos presenciado esta tarde. Porque resulta que vemos a algunos señores Senadores impulsar permanentemente normas para la transparencia, para que se terminen las desigualdades existentes en el país, pero, cuando se discute sobre la intervención electoral, pareciera que tales principios no corren para ellos.



Chile es un país donde la democracia está fuertemente contaminada con la intervención electoral.



He señalado algunas situaciones, que a veces pasan desapercibidas, pero que son producto de estudios, no de inventos míos. Por ejemplo, en la última elección senatorial, en la Octava Región (la única donde la Concertación dobló a la Alianza) se gastó el 48 por ciento de los recursos de los programas de generación de empleo, en circunstancias de que ella albergaba solo al 8 por ciento de los cesantes de Chile.



¡Curiosa coincidencia!



Alguien planteó aquí que las empresas y los órganos del Estado tienen derecho a hacer propaganda. ¡Por favor, hagan un análisis de cómo aumenta la propaganda en los medios de comunicación en los períodos eleccionarios!



El Senador señor Orpis lo planteó hace algunos años con respecto a las municipalidades y otros órganos del Estado. ¡Es escandaloso! Nadie puede creer que a las empresas y entidades estatales, justo en la época eleccionaria, les baje el interés por transmitir y difundir la labor que están realizando.



Finalmente, pareciera no importar a algunos que existan parlamentarios cuyos asesores y jefes de campaña hayan sido procesados por los tribunales de justicia y ahora sean candidatos presidenciales y aboguen por la transparencia. ¡Pero cómo! ¿Ya se nos olvidó eso? ¡Si ocurrió solo hace algunos meses!



Entonces, a mi juicio, lo que hoy día aprobamos es bastante tenue. Creo que si no avanzamos firmemente en esta área, tendremos más decepción entre los jóvenes, menos gente participando en democracia. Porque todos se dan cuenta de que quien tiene la manija de la intervención electoral derrota al del lado. Y esto no solo en las elecciones finales, sino también en las primarias, en las elecciones internas del partido y en muchos casos más, como aparece evidentemente en los medios de comunicación hoy en día.



A los que nos ha tocado enfrentar las elecciones con la “cancha de subida”, con toda la Administración Pública en contra, eso nos afecta.



Me referí en una sesión anterior a las declaraciones de un Senador de la Concertación que planteaba que ahora entendía a los candidatos de la UDI y de Renovación Nacional porque a él le había tocado competir internamente con un Senador oficialista para el cual trabajaban todos los funcionarios públicos.



Entonces, señor Presidente, yo no sé si este es un debate entre sordos, pues veo que hay algunos Honorables colegas que parecen desconocer -o les conviene- la intervención electoral. Y esta es el principal cáncer de la democracia chilena.



Ahora, nadie ha mencionado aquí que la intervención electoral es un incentivo perverso que termina dañando igualmente a los más débiles. Porque cuando se trata de repartir la ayuda que el Estado destina a la gente más modesta, esta no llega a la población a la cual va dirigida, sino al que pertenece al partido, al que colabora en la campaña, al que tiene algún nexo con el candidato de que se trate. O los funcionarios públicos, los jefes de servicio, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, quienes, de acuerdo con la Constitución y la ley, están en esos cargos para ir en ayuda de las personas, para resolver los problemas de los más necesitados, se hallan abocados a la campaña tal o cual y no a realizar el esfuerzo que la Carta Fundamental y la ley les ordena.



Por lo tanto, la intervención electoral no solo afecta a la democracia, a aquellos que hemos tenido que jugar en la cancha de abajo para arriba, o “contra el viento” -como dicen algunos-, no solo afecta a los independientes -el señor Presidente lo sabe muy bien-, sino también al servicio público y al destino de los esfuerzos del Estado. Porque estos nunca llegan al que realmente más los necesita, sino al que es del partido, al que hace campaña, al que pone el letrero o al que le pinta al candidato que reparte los recursos. ¡Digámoslo con claridad!



Acá se dice también que incorporando la norma dentro de la Carta Fundamental nos vamos a llenar de acusaciones constitucionales.



Señor Presidente, creo que la solución es muy fácil. No habrá ninguna acusación constitucional, ninguna denuncia, si termina el escándalo de la intervención electoral. Así de simple.



Si los funcionarios públicos se dedican a cumplir su labor, lo que les mandan la Constitución y las leyes, no habrá acusaciones constitucionales.



Señor Presidente, creo que este proyecto es modesto, y que realmente se nota el doble estándar de algunos cuando el proceso de transparentar los afecta.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aquí se están debatiendo dos puntos que corren en paralelo: si la norma que nos ocupa debería tener o no rango constitucional y lo relativo a la intervención electoral a partir de la publicidad.



En el curso de la discusión se ha señalado que no es necesario que esta disposición se radique en la Carta Fundamental porque se halla consagrada en la ley desde hace alrededor de dos años.



Sobre lo anterior, deseo plantear la siguiente reflexión. 



Si la norma ha estado en vigencia durante ese tiempo, me queda claro que prácticamente no se ha aplicado. Porque, en materia de publicidad, sobre todo en Regiones, quien paga aparece en los medios de comunicación.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ORPIS.- Se trata de entidades modestas, que muchas veces obtienen ingresos importantes con motivo de los procesos electorales.



Y, en cualquier lugar del país, ¿de dónde se obtiene la mayor cantidad de recursos? De las intendencias, las gobernaciones, las municipalidades, los servicios públicos. Y, por lo tanto, uno advierte que los gastos en publicidad, especialmente en las etapas electorales, se disparan a cantidades bastante significativas.



Señor Presidente, el único sentido que le encuentro a que esta disposición tenga rango constitucional radica, al final, en la importancia de reafirmar el principio que la sustenta. Porque ha quedado claro que la ley no ha surtido ningún efecto.



En definitiva, no sé dónde está el organismo contralor aquí, para efectos de frenar, sobre todo en tiempos de elecciones, la propaganda que se realiza a través de los distintos servicios públicos y -no hay que descartarlo- por parte de todos los sectores en las municipales. 



Pero -como señalé anteriormente- a partir de mi experiencia en Regiones no tengo duda de que quien paga sale en los medios de comunicación, y eso es muy determinante en el ámbito regional. Y -a propósito de la reflexión que planteó el Senador señor Prokurica- creo que esa es una de las intervenciones electorales más eficaces que existen, porque en comunidades locales pequeñas las radios, por ejemplo, son demasiado influyentes en el universo electoral. 



Señor Presidente, lo que me hace fuerza para elevar este precepto a rango constitucional -como señalé- es la necesidad de reafirmar el principio consagrado en la ley vigente; pero después necesitaremos establecer una norma derivada, que ojalá quede en ambas partes, a fin de que aquella se cumpla efectivamente, porque se está produciendo una distorsión demasiado importante en términos electorales.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si el objetivo grueso es evitar el intervencionismo a través del proselitismo o, en especial, del uso de medios fiscales  para influir en una elección y burlar el mandato popular, la verdad es que la Constitución no solo debería reflejar lo concerniente a las entidades públicas. Es decir, la norma no tendría que referirse únicamente a “Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado”, sino que también debería garantizar que no existiera ningún tipo de intervención, ni del sector público ni del sector privado. 



Porque, a vía de ejemplo, ENDESA o la minera Los Pelambres o HidroAysén ¿no hacen intervencionismo cuando, en las elecciones, donan jugosas sumas de dinero a quienes están a favor de sus proyectos, de manera abierta y brutal? Aquellos que no los apoyan no tienen empleo, ni consiguen vender servicios o insumos.



En definitiva, el intervencionismo electoral puede ser público o privado.



Por eso, voy a votar en contra de la norma en discusión porque la considero muy sesgada. Ella habla solo del Estado, pero también existe un abierto, conocido, público intervencionismo del sector privado.



En seguida, si quisiéramos abundar en la idea de evitar el intervencionismo público y privado, deberíamos rebajar, por cierto, los gastos reservados del Estado, que muchas veces han sido denunciados como financiamiento indirecto de las campañas de quienes se encuentran transitoriamente en el Gobierno; pero también habría que terminar con las donaciones secretas.



Parece absurdo que estemos apelando a la transparencia del sistema, estudiando las posibilidades de incidir en los procesos eleccionarios y, al mismo tiempo, mantengamos una ley electoral que contiene gastos secretos -¡ni la Corte Suprema puede determinar quién donó!-, reservados -mediante un proceso se sabe quiénes aportan- y públicos. 



En tal sentido, existe claramente una insuficiencia total. Si de verdad queremos evitar que se produzca intervencionismo desde lo público, desde el Estado, o desde lo privado a fin de dejar que el electorado decida sin ningún tipo de interferencias, deberíamos incorporar a este último sector en el inciso en discusión. Porque su intervención también es grave. Y en muchos casos las empresas tienen más poder que los órganos del Estado. Por ejemplo, las municipalidades “pichiruches”, pequeñitas, ¿qué poder tienen? En Regiones hay servicios públicos -hablo de casos muy particulares- sin mayores recursos. Son las empresas, y sobre todo las privadas, las que poseen una capacidad de incidencia brutal. 



Lo digo porque en mi Región hay industria pesquera y forestal. Y, por cierto, hacen sentir su peso. Hoy día cumplen con la ley: entregan donaciones secretas. Yo pregunto: ¿de qué independencia, autonomía, dispone alguien que recibe una donación de una empresa, con la garantía de que es secreta, al momento de votar por los intereses de los ciudadanos que dice defender? Yo diría que muy poca.



Voy a votar en contra del inciso, señor Presidente, primero, porque creo que es sesgado. Estoy por el no intervencionismo tanto del sector privado como del sector público. El de este último es más grave porque se realiza con dinero de todos los chilenos. Pero también las empresas privadas hacen uso de subsidios, de garantías, de descuentos tributarios y, en definitiva, intervienen. 



Y ello también es práctica habitual de muchos centros de estudios superiores, que reciben jugosas donaciones del Estado. La Universidad del Desarrollo, por ejemplo. O la Universidad de Los Andes, que recibe 5 mil 700 millones de pesos, el 50 por ciento descontado de impuestos. Y basta conocer los artículos que escriben los académicos de dichos planteles de enseñanza, en todo momento, no solo con motivo de elecciones parlamentarias o presidenciales, para saber claramente de qué lado están. 



¿Y quién los financia? Las donaciones del Estado, porque descuentan el 50 por ciento de los impuestos, y se llevan 5 mil 700 millones de pesos, la Universidad de Los Andes, y 5 mil 400 millones de pesos la del Desarrollo. ¿Y cuánto percibe la Universidad del Biobío, en la cual imparto clases desde hace cuatro años? Un millón 800 mil pesos, modestamente. Y con eso intentan salvar la equidad.



En suma, señor Presidente, voy a votar en contra, primero, porque creo que efectivamente el rango constitucional es excesivo; y, en seguida, porque creo que la norma es sesgada. Como he dicho, estoy a favor de limitar tanto el intervencionismo del Estado como el del sector privado, ya que ambos son brutales y deben estar regulados, pues cuando actúan, traicionan la voluntad ciudadana.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más Senadores inscritos en la primera discusión.


El señor PIZARRO.- Votemos, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- No es posible, Su Señoría. Se pidió segunda discusión respecto del inciso cuarto del artículo 8° y de las dos normas que quedan por tratar.



--Quedan para segunda discusión.
AUTORIZACIÓN AL FISCO PARA COMPRAR Y VENDER PROPIEDADES PARTICULARES AFECTADAS POR SITUACIONES DE CATÁSTROFE
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6010-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.


Informe de Comisión:


M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facultar al Fisco para comprar inmuebles urbanos de propiedad de particulares ubicados en la comuna de Chaitén (hayan o no resultado afectados por la erupción del volcán Chaitén o por sus secuelas) e inmuebles rurales de propiedad de particulares en las comunas de Chaitén y Futaleufú.



La Comisión discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira). El texto aprobado se puede consultar en la parte pertinente del primer informe.



Corresponde destacar que la Comisión, además de contar con la participación de las señoras Ministras de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, recibió en audiencia a la ex Delegada Presidencial en Chaitén; al Jefe del Programa de Riesgo Volcánico del Servicio Nacional de Geología y Minería; a los alcaldes de Chaitén y Futaleufú; a un profesor geólogo vulcanólogo, a un geofísico y a dirigentes de las agrupaciones que representan a las familias afectadas.



La iniciativa, durante la discusión particular, deberá ser analizada también por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, cabe recordar que los artículos 1º y 11 revisten el carácter de normas de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Hago presente a la Sala que se ha solicitado segunda discusión de la iniciativa, razón por la cual no podrá ser votada hoy. En todo caso, me parece importante realizar la primera.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no deseo referirme al proyecto en debate, sino a un problema que está ocurriendo con mucha frecuencia.



La Mesa extendió la duración del Orden del Día en una hora más…

El señor NOVOA (Presidente).- No fue la Mesa, sino los Comités, por acuerdo unánime.

El señor LONGUEIRA.- Así es. Pero quiero pedir que se revise tal resolución.



Me parece que esa buena decisión se ha convertido en un búmeran, por cuanto estamos usando muchos resquicios legislativos ante la falta de quórum por la ausencia de Senadores en la Sala, y, finalmente, se va a convertir en un instrumento de desprestigio.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).-  Así es.

El señor LONGUEIRA.- Los proyectos se deben votar con los Senadores que se hallen presentes, aunque se pierdan. No me parece conveniente utilizar instrumentos legislativos con el propósito de sortear las votaciones porque algunos no están.



Por lo tanto, solicito que se revise el acuerdo en comento. Porque muchas veces nos encontramos en la Sala para discutir y votar los proyectos cuando corresponde hacerlo y, finalmente, estos se resuelven en sesiones distintas a las fijadas, por la ausencia del resto de los Senadores.



Al final, lamentablemente, esas buenas decisiones que apuntan a un correcto trabajo legislativo se convierten con el tiempo en un factor que contribuye a desprestigiar la política.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, sería muy conveniente que ese asunto fuera planteado en la próxima reunión de Comités.



Debo señalar que siempre se han formulado peticiones de segunda discusión o de aplazamiento de la votación, con independencia de que el Orden del Día dure dos o tres horas.



Así que, desgraciadamente,…

El señor LONGUEIRA.- ¡Pero antes de la primera discusión ya se pide la segunda!

El señor NOVOA (Presidente).- Fue pedida por un Senador de la Región sobre la cual incide el proyecto, quien en este momento se encuentra en una Comisión autorizada para sesionar paralelamente con la Sala.



En todo caso, Su Señoría, debo dejar consignado que no hay un problema de quórum.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.


ESTABLECIMIENTO DE GUARDIA NO ARMADA EN CENTROS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD ADMINISTRADOS POR SENAME

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5458-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 23ª, en 3 de junio de 2009.


Discusión:



Sesión 24ª, en 9 de junio de 2009 (queda pendiente su discusión general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es posibilitar la existencia, al interior de los centros de privación de libertad administrados por el Servicio Nacional de Menores, de una guardia no armada a cargo de Gendarmería de Chile, para mantener la seguridad y el orden en dichos recintos.



En sesión de ayer, martes 9 de junio, se inició la discusión general del proyecto y quedaron inscritos para hacer uso de la palabra, en el orden que se indica, los Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Orpis, Letelier, Romero, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Gómez, Navarro, Arancibia y Naranjo.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito el asentimiento del Senado para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Justicia, señor Jorge Frei.

El señor NAVARRO.- Me opongo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay acuerdo.



Continúa la discusión general del proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, la iniciativa legal en debate me genera una fuerte contradicción en cuanto a la opinión que sostengo sobre ella y la forma en que la votaré posteriormente.



El proyecto busca con buenos argumentos, especialmente los entregados por los funcionarios del SENAME, que existan gendarmes no armados al interior de los centros de dicha institución, con el objeto de guardar la disciplina y evitar la repetición de situaciones tan dolorosas como las que se han producido al interior de algunos de ellos.



Escapa muchas veces al control de los funcionarios del citado Servicio la posibilidad de que pueda ejercerse una labor de disciplina ante hechos bastante complejos.



Lamento que no pueda asistir a la Sala el Subsecretario de Justicia porque, para tomar mi decisión, yo quería hacerle algunas consultas al Ejecutivo y, al no hallarse presente ni el Ministro de Justicia ni el Subsecretario, me resulta complejo formularlas.



Sin embargo, dejo constancia de que mis inquietudes apuntan fundamentalmente a cuándo se va a presentar la iniciativa sobre modificación del Servicio Nacional de Menores, que permite diferenciar realmente a los jóvenes infractores de ley de los adolescentes y niños cuyos derechos son seriamente vulnerados, quienes, a mi juicio, requieren un tratamiento completamente distinto.



Esa es mi primera consulta. 



Mi segunda interrogante -suponiendo que la tramitación del proyecto antes mencionado demorará algún tiempo en el Congreso Nacional, si es que está listo para ser enviado- apunta a cómo podemos garantizar que, en lugar de gendarmes, exista algún tipo de guardia especial encargada de resguardar la necesaria disciplina que, en numerosas ocasiones, es necesario imponer frente a situaciones de conflicto que se producen en los centros que reciben a jóvenes infractores de ley.



Yo prefiero una guardia especializada.



En el curso de la discusión de la iniciativa se dijo que se iba a preparar a gendarmes para cumplir dicha función. Ello me parece bien. Pero, ¿cuánto tiempo requieren para estar en condiciones de proteger un recinto de características tan distintas a las cárceles de nuestro país?



En síntesis, las preguntas que deseo formularle al Ejecutivo son las siguientes.



En primer lugar, cuándo se presentará el proyecto de ley que reestructura el Servicio Nacional de Menores.



Segundo, qué tipo de rehabilitación se realiza al interior de los centros con el objeto de evitar situaciones tan complejas como las que se han producido. Sé que ha existido un avance extraordinario en muchos recintos, pero en otros no ha ocurrido así. En tal sentido, considero que debiéramos contar con la presencia en la Sala de las autoridades de Hacienda, porque la solución a estos problemas pasa muchas veces por los recursos que requieren los respectivos centros.



En tercer término, me gustaría saber si es posible disponer de guardias especiales civiles. Porque, si me dicen que se debe preparar a los gendarmes, hay que considerar que ello demorará algunos meses. Y, entonces, en vez de eso, ¿por qué no se capacita a funcionarios especializados para realizar esa labor en los recintos de reclusión de menores? De no ser así, naturalmente habrá que buscar una solución transitoria que me gustaría que el Gobierno clarificara.



En consecuencia, mi voto quedará condicionado a la respuesta que obtenga de parte del Ejecutivo a las inquietudes que he planteado.



Y, por último, debo señalar que a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, entre sus tareas, le corresponde realizar un seguimiento de la ley sobre responsabilidad penal adolescente. A este respecto, se constatan dificultades en la misma ley; en su aplicación, y en los centros mismos, los que realmente no se hallan en condiciones de cumplir los objetivos planteados en dicha legislación. El fin que contemplamos en la normativa que rebajó la responsabilidad penal a los catorce años fue precisamente conseguir la rehabilitación de los jóvenes, para que superen la situación en la que se encuentran, que muchas veces los ha hecho delinquir.



Me preocupa -lo conversaba con el Senador señor Orpis- que deban cerrarse centros de rehabilitación para jóvenes, quienes podrían superar su drogadicción, porque a estos no se les está enviando a ese tipo de recintos existentes en el país. Más aún cuando sabemos que 80 por ciento de los delitos que cometen los adolescentes se producen bajo la influencia del alcohol o de las drogas. ¿Cómo es posible que se estén cerrando centros como los de la Fundación La Esperanza -donde participa el Honorable señor Orpis- debido a la no concurrencia de los jóvenes?



Entonces, tenemos que preguntarnos qué podemos hacer con la ley, con los programas de rehabilitación y para resguardar la disciplina necesaria al interior de estos recintos.



Por ello, señor Presidente, la presencia del Ejecutivo en la discusión de la iniciativa me parece clave para responder al menos las inquietudes que he señalado.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nos encontramos ante la primera modificación a la ley sobre responsabilidad penal adolescente. Y lo que se nos propone son guardias, gendarmes para contener.



El diagnóstico común acerca de dicho cuerpo legal, como lo manifestó la Honorable señora Alvear, indica que exhiben graves problemas tanto la ley como su implementación. ¡Y lo que nos proponen son gendarmes!



Quiero partir mi intervención leyendo el artículo 2º de la mencionada ley, que dice: “En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente”.



Eso se encuentra en la génesis de la normativa, es su propósito. Y nos sugieren gendarmes para arreglar el problema.



Señor Presidente, tenía gran esperanza respecto de la ley sobre responsabilidad penal adolescente. Se trataba del primer cuerpo legal penal con un enfoque rehabilitador. En su texto, dentro de los principios generales, se velaba por el interés superior de los jóvenes, personas de poca edad que se estaban iniciando en el círculo del delito. Se buscaba hacer un esfuerzo como Estado para rehabilitarlos, para sacarlos adelante.



Todos sabemos de las dificultades no solo del SENAME, sino también -quiero profundizar en ello- de los sistemas abiertos. Escuchen los absurdos que voy a plantear.



En los sistemas abiertos, la referida ley contempla dos mecanismos para alcanzar la reinserción social de los adolescentes.



Por una parte, se encuentra la sanción accesoria, contenida en el artículo 7º. Este precepto señala: “El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6º de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.”.



¿Cómo han interpretado los tribunales el artículo 7º? No lo aplican. Y no lo hacen porque han entendido que la rehabilitación constituye una pena, y al adolescente no se le puede penalizar dos veces. Es decir, la sanción accesoria, que consiste en la rehabilitación, al final se ha transformado en una pena, y no la aplican.



Asimismo, hay una segunda distorsión. La Defensoría es la que defiende a los adolescentes, la que ha de protegerlos. Pero, como los casos terminan licitándose y a los abogados se les paga por caso cerrado, no existe ningún interés en rehabilitar a un joven, en reinsertarlo socialmente, porque los tiempos de una reinserción son muy distintos a los de un caso cerrado, y se les remunera por esto último.



No entiendo cómo -porque no se trata de una obligación legal- la Defensoría no paga por caso reinsertado. ¡Si el artículo 2º establece que se debe velar por el interés superior del adolescente! ¡Cómo no se incorpora como variable los casos reinsertados! Tendría que ser al revés. La Defensoría debería pagar a los abogados -toda vez que se licita externamente- cuando se aplica la sanción accesoria, porque eso va a asegurar la reinserción, y no a la inversa, como ocurre hoy.



Un segundo mecanismo que se establece para tratar de reinsertar a los adolescentes es la libertad asistida. Ello se encuentra consagrado en los artículos 13 y 14. El joven es asignado a un delegado, quien le propone la realización de trabajos en beneficio de la comunidad y, si es adicto, lo deriva a un centro de rehabilitación. Esto tampoco ha resultado, porque no es obligatorio. O sea, si un delegado efectúa una proposición al juez y el adolescente no cumple, ello no tiene absolutamente ninguna consecuencia jurídica. De manera que el incumplimiento de la libertad asistida no conlleva efecto jurídico alguno. Por lo tanto, más allá de las fallas en que puedan incurrir los delegados, estamos ante una falla de la ley.



¿Cuál es el resumen señor Presidente?



Se trabajó años en una ley sobre responsabilidad penal adolescente. Pero ninguno de los dos instrumentos que establece para lograr la reinserción social, es decir, la sanción accesoria y la libertad asistida, han resultado. Y lo paradójico es que lo único que ha tenido éxito: la suspensión condicional del procedimiento, no se halla contemplada en la referida ley, sino en el Código Procesal Penal. Entonces -insisto-, es paradójico que lo único que esté resultando para reinsertar a los adolescentes sea algo que no se encuentra contenido en los cuerpos legales sobre el particular.



Por lo tanto, yo me rebelo cuando llega el proyecto que nos ocupa. Porque, sabiendo que existe un diagnóstico que señala que lo anterior no está funcionando bien ni en el SENAME, ni en el sistema cerrado ni en el abierto, se presenta una iniciativa cuyo único objetivo es colocar gendarmes para la contención. ¿Qué cuesta, con motivo de la discusión de este proyecto, decir en qué está fallando la sanción accesoria? ¡Cómo no vamos a enmendar el artículo 7º! ¿O plantear en qué está fallando la libertad asistida? ¡Cómo no la vamos a modificar, señor Presidente!



Por consiguiente, llamo al Senado a detener la discusión de la iniciativa. Se halla absolutamente determinado lo que está fallando en la ley sobre responsabilidad penal adolescente. Incorporemos esos elementos. Abordemos definitivamente lo relativo a la sanción accesoria y a la libertad asistida.



Reconociendo que lo concerniente a la contención es importante -no desconozco este aspecto puntual que trata el proyecto-, después de constatar todas las fallas estructurales del sistema, no me siento habilitado para aprobar lo propuesto en la iniciativa en análisis. Ello, porque es urgente abordar otros aspectos.



En consecuencia, solicito al Senado que, con motivo de la discusión particular o incluso fruto de un acuerdo de la Sala, se aborden tres o cuatro materias urgentes que se deben reestructurar en la ley sobre de responsabilidad penal adolescente.



Esa es mi petición formal, porque creo que constituye un despropósito el abordar aspectos puntuales, específicos, y no materias trascendentes como la ley mencionada, respecto de la cual se sabe, con mucha certidumbre y exactitud, qué está fallando y cómo se debe modificar.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- El siguiente orador es el Honorable señor Letelier.



Como restan cinco minutos del Orden del Día, consulto a Su Señoría si lo dejamos inscrito para intervenir en primer lugar en la próxima sesión ordinaria.

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

El señor PROKURICA.- Anulemos Incidentes, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dejará sin efecto la hora de Incidentes.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:




Del señor CANTERO:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, pidiéndole información acerca de AUTORIZACIÓN A EMPRESAS EXTRACTORAS DE ÁRIDOS PARA OPERAR EN TERRENOS FISCALES DE COMUNA DE MEJILLONES; al señor Contralor General de la República,  solicitándole INVESTIGACIÓN EN SEREMI DE BIENES NACIONALES DE SEGUNDA REGIÓN SOBRE AUTORIZACIONES Y PAGOS POR EXPLOTACIÓN DE ÁRIDOS, y a la señora Directora de la CONAMA de la Segunda Región, para que informe acerca de ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL Y AUTORIZACIONES CONCERNIENTES A EMPRESAS EXTRACTORAS DE ÁRIDOS.


Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole información sobre EVENTUALES ILÍCITOS DE PRESIDENTA DE CLUB DEPORTIVO JUAN MOLINA ARRIAGADA, DE SAN FERNANDO (Sexta Región).



Del señor ESPINA:



Al señor Fiscal del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, requiriéndole DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES PENALES POR DECESO DE DOÑA IRENE VALLEJOS LUENGO, y al señor Gerente General de BancoEstado, a fin de pedir CAJAS EXCLUSIVAS O ATENCIÓN PREFERENCIAL PARA ADULTOS MAYORES Y PENSIONADOS EN SUCURSAL EN CURACAUTÍN.


Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, para que solicite al Comandante en Jefe del Ejército informar sobre EVENTUAL FINANCIAMIENTO DE DEFENSA DE MILITARES INVOLUCRADOS EN VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS, y enviar COPIA DE HOJA DE VIDA MILITAR DE CONSCRIPTO MIGUEL NASH SÁEZ.


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole remitir ACTUALIZACIÓN DE PLAZOS Y TRABAJOS EN RUTA 5 NORTE, TRAMO LLAY LLAY-LA LIGUA, y al señor Alcalde de Limache, para que informe sobre OFRECIMIENTO MUNICIPAL PARA EDIFICACIÓN DE NUEVO RECINTO CARCELARIO DE ALTA SEGURIDAD EN LA COMUNA (ambos de la Quinta Región).

)----------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.




--Se levantó a las 18:40.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
_924333119

